
En la Villa de Fitero y en la Sala Consistorial  del Ayuntamiento, el día 22 de noviembre de 2017, siendo las veintidós horas, bajo la presidencia del Sr. Alcalde Raimundo Aguirre Yanguas, se reúnen los señores concejales que al final se hacen constar, en sesión extraordinaria, del Ayuntamiento y en primera convocatoria, asistidos del Secretario suscribiente.


1.- FIJACION DE TIPOS IMPOSITIVOS DE LOS IMPUESTOS MUNICIPALES Y APROBACION INICAL DE LA MODIFICACION DE LAS ORDENANZAS FISCALES PARA EL AÑO 2018.

La Ley de Haciendas Locales  de Navarra establece  como impuestos municipales  la  Contribución Territorial, el Impuesto sobre Actividades Económicas,  el Impuesto de  Construcciones Instalaciones y Obras  y el Impuesto  sobre el Incremento  de Valor de los Terrenos de Naturaleza  Urbana.

La citada  Ley establece  la  competencia del   Ayuntamiento  para  establecer  los tipos impositivos de estos impuestos.

Por otro lado, es igualmente competencia del Ayuntamiento la fijación de las tarifas, mediante la modificación de las ordenanzas fiscales, de las tasas en ellas contempladas, así como el establecimiento de los precios públicos.

Por todo ello se somete a la consideración del pleno la siguiente propuesta de acuerdo:

PRIMERO.- Aprobar   los siguientes  tipos  impositivos para el año 2018 (En negrita las modificaciones con incremento IPC Navarra del 1.8)

Contribución territorial  para bienes de naturaleza urbana,  0.3054 por ciento

Contribución territorial  para bienes de naturaleza rústica, 0, 50  por ciento

Impuesto de  Actividades Económicas,  1,4 por ciento

Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras: 4.072 por ciento

Impuesto sobre el incremento  del valor de los terrenos  de naturaleza urbana, 18,5 por ciento sobre los porcentajes máximos para cada período.


SEGUNDO.- Aprobar inicialmente las siguientes modificaciones de las ordenanzas fiscales para el ejercicio del 2018.(Aunque solo se modifican algunas se hacen constar todas) (En negrita las modificaciones)

ORDENANZA REGULADORA DE LOS APROVECHAMIENTOS ESPECIALES DE SUELO VUELO Y SUBSUELO.(VARIA)


ANEXO


Aprovechamiento especial del suelo con mesas, sillas y veladores.


Únicamente permitido de 1 de marzo a 31 de septiembre: 15 Euros por metro cuadrado



Ocupación Vía Pública por Obras.


Por día: Durante los 30 primeros, 5 Euros



A partir día 31, 5 Euros.



Por calle cerrada 35 Euros


Venta de mercancías: 


Ocupación por meses: 
Con alimentos, 40  Euros





Otras mercancías, hasta 9 metros 40 Euros





Otras mercancías, mas de 9 metros 47 Euros


Ocupación por días:
Con alimentos, hasta 9 metros 13 Euros





Con alimentos, mas de 9 metros hasta 15 Euros





Otras mercancías, hasta 9 metros 13 Euros.





Otras mercancías, mas de 9 metros hasta 15 Euros


Aprovechamiento vuelo: 230  Euros mes por grúa que vuele sobre dominio público.

Instalación de circo o asimilado.


Hasta tres días 100 Euros.


Cada día que exceda de los tres días: 50 Euros

ORDENANZA REGULADORA DE LA EXPEDICION Y TRAMITACION DE DOCUMENTOS


Art. 6º. Las tarifas por las que se regirá la presente ordenanza son las siguientes:

Por fotocopias 0,50  Euro por Unidad


Por Certificaciones, 1  Euro por folio; si se certifican datos con antigüedad superior a 10 años, 3 Euros por cada folio.


Por Compulsa, 1  Euro por folio.


Por Cédula Parcelaria, 3 Euros unidad.


Por Informes y contestaciones a consultas: 60 Euros


Por copia CDROM del Plan Municipal: ( ES PÚBLICO EN LA PAGIMA WEB )

ORDENANZA REGULADORA DE LA TRAMITACION Y CONCESION DE LICENCIA DE OBRAS


Art. 9º. El tipo a aplicar será el O,85 por ciento. La cuota de la tasa será el resultado de aplicar a la base imponible el tipo de gravamen, estableciendo no obstante los siguientes mínimos:

Hasta 2000 Euros: 50 Euros.

Desde 2001 hasta 5.000 Euros: 75 Euros.

Desde 5001 hasta 9.000 Euros: 100 Euros.

ORDENANZA REGULADORA DE SERVICIOS DE CEMENTERIO


Art. 4º. Las cuotas serán las siguientes:

Por concesión de parcelas, nichos o sepulturas:


Concesión de parcelas pequeñas de tierra, 393,12 Euros.

Concesión de parcelas grandes, 786,24 Euros.


Concesión de nicho, 750 Euros.


Concesión de sepultura doble, 3400 Euros.


Concesión de sepultura sencilla, 2700 Euros.

Por trabajos efectuados en el cementerio:

En Tierra:

Inhumación.


Por mano de obra: 300 Euros.

Exhumación. (Por cada resto cadavérico)


Por mano de obra: 300 Euros.

En Sepulturas y panteones:

Inhumación.


Por materiales: 25 Euros


Por mano de obra: 200 Euros.

Exhumación. (Por cada resto cadavérico)


Por mano de obra: 150 Euros

En nichos:

Inhumación.


Por materiales: 10 Euros


Por mano de obra: 175 Euros.

Exhumación. (Por cada resto cadavérico)


Por mano de obra: 150 Euros.


Cenizas: 


Por mano de obra tanto en nicho como en sepultura: 120

ORDENANZA REGULADORA DEL SUMINISTRO DE AGUA

Art.5º


Por Suministro:

Tarifa mínima, de hasta 8 metros cúbicos de consumo bimensual, 8.57 Euros por metro cubico. 

De 8 a 50 metros cúbicos de consumo bimensual, 1,19 Euros por metro cubico. 

Más de 50 metros cúbicos de consumo bimensual, 1,25 Euros por metro cubico. En casos de consumo por avería particular sin vertido a la red de saneamiento se aplicara, 1,19 Euros por metro cubico

Por la instalación de acometida de abastecimiento

En suelo urbano, 104,83 Euros.

En suelo rústico, 525,17 Euros.

ORDENANZA REGULADORA DE LA UTILIZACION DE INSTALACIONES DEPORTIVAS Y CULTURALES

Art.5º. El tipo de percepción de derechos se ajustará a la siguiente tarifa 

PISCINA: 

Abonos de temporada:





TEMPORADA

MES

MAYORES (18/64): 

50 €


30€

JUVENIL (12/17)

40€


25€

INFANTIL (3/11)

30€


20€

SENIOR (65/...)


30€


20€

Entradas: 





LABORABLE

FESTIVO

MAYORES (18/64): 

4 €


5€

JUVENIL(12/17)

3€


4€

INFANTIL (3/11)

2€


3€

SENIOR (65/...)


2€


3€


FAMILIAS NUMEROSAS, Y PERSONAS DISCAPACITADAS (Con Certificado), 30% DESCUENTO SOBRE TARIFA.


MATRIMONIO O PAREJA DE HECHO (Inscrita en Registro), 75 € por Temporada y 30% DESCUENTO SOBRE TARIFA


GRUPOS 

Hasta 10 personas, Entrada laborable 2,50 €, Entrada festivo 3,50 €.

Más de 10 personas, Entrada laborable 2 €, Entrada festivo 3 €.


INSTALACIONES DEPORTIVAS (Polideportivo, Frontón, Pista Pádel, y Gimnasio):

ABONOS:



ANUAL

SEMESTRAL
TRIMESTRAL

MAYORES (18/64): 
50€

40€

30€


JUVENIL (12/17)
40€

35€

25€

INFANTIL (3/11)
30€

25€

20€

SENIOR (65/...)

30€

25€

20€


MATRIMONIO O
90€

75€

55€

PAREJA DE HECHO (Cada hijo ce 3 a 11 años se aumentara la cuota 20€)

ENTRADAS

POLIDEPORTIVO
2€ persona/hora.

FRONTON

3€ persona/hora.

PISTA PADEL

3€ persona/hora.

GIMNASIO

4€ persona/hora.

FAMILIAS NUMEROSAS, Y PERSONAS DISCAPACITADAS (Con Certificado), 30% DESCUENTO SOBRE TARIFA.


TARIFA  TARJETA DEPORTIVA FITERANA (SOLO PARA EMPADRONADOS EN FITERO, deberá acreditarse con certificado de empadronamiento. (Polideportivo, Frontón, Pista Pádel, Gimnasio y piscina):

MAYORES (18/64): 
65€



JUVENIL (12/17)
50€



INFANTIL (3/11)
40€



SENIOR (65/...)

40€



ORDENANZA REGULADORA DE LOS PRECIOS PUBLICOS POR ENTRADA DE VEHICULOS A TRAVES DE LAS ACERAS 


ANEXO 


Epígrafe I Paso de Vehículos 


Hasta 4 metros lineales: 51.31 Euros


De 4 metros lineales a 4,25: 56.44 Euros


De 4,25 a 4,50: 61.57 Euros


De 4,50 a 4,75: 66.70 Euros


De 4,75 a 5: 71.83 Euros


De 5 a 5,25: 76.96 Euros


De 5,25 a 5,50: 82.09 Euros


De 5,50 a 5,75: 87.22  Euros


De 5,75 en adelante: 92.35 Euros

Placa de Vado   50,40 Euros

ORDENANZA FISCAL REGULADORA DE LOS DERECHOS Y TASAS POR LA PRESTACION DEL SERVICIO DE RETIRADA DE VEHICULOS DE LA VIA PÚBLICA Y SUBSIGUIENTE CUSTODIA DE LOS MISMOS.

Anexo de tarifas.

Epígrafes:

1. Cuando se acuda a realizar el servicio e iniciados los trabajos necesarios para el traslado del vehículo a los depósitos municipales, no se pueda consumar este por comparecer el conductor o persona autorizada:

Ciclomotores y motocicletas: 25,20 euros

Vehículos con peso mínimo 3.500 k: 65,52 euros

Vehículos con peso superior a 3.500 k: 95,76 euros

2. Cuando se realice el servicio completo, trasladando el vehículo infractor hasta los depósitos municipales:

Ciclomotores y motocicletas: 60 euros

Vehículos con peso mínimo 3.500 k: 180 euros

Vehículos con peso superior a 3.500 k: 180 euros

No obstante,  si el coste fuese mayor se repercutirá la totalidad de la factura del servicio contratado por el Ayuntamiento para la retirada.

3. Cuando transcurran 48 horas desde el traslado del vehículo sin que este sea retirado, la tarifa por custodia será por cada día o fracción:

Ciclomotores y motocicletas: 5  euros

Vehículos con peso mínimo 3.500 k: 10 euros

Vehículos con peso superior a 3.500 k: 40 euros

ORDENANZA FISCAL REGULADORA DE LAS TASAS POR OTORGAMIENTO DE LICENCIAS DE CONTROL DE ACTIVIDADES CLASIFICADAS E INOCUAS Y DE APERTURA DE ESTABLECIMIENTOS 

Anexo de Tarifas.

Epígrafe I: Licencia de Actividad, modificación y revisión de la misma: 0 Euros
Epígrafe II: Licencia de Apertura y modificación de la misma: 0 Euros

Epígrafe III: Cambios de Titularidad: 0 Euros. 

TERCERO.- Aprobar los siguientes precios por otros conceptos o precios públicos:

Cesión de mesas y sillas:


Silla 1 Euros al día


Mesa 3 Euros al día

Cohetes 45 Euros por docena

Alquiler telescópica o camión: 40 Euros por hora mas la hora del maquinista  

Publicidad plaza toros: 
25  euros al año por pancarta    (Aprox 2x2 metros)

Uso con ánimo de lucro de salas o espacios públicos: 10% de la recaudación.

  Servicios de la brigada a Particulares 30 Euros Hora.

El concejal Pedro Pérez, agradece al grupo de UPN, la propuesta de colaboración efectuada para este punto y solicita que se haga lo mismo con el tema de los presupuestos, el Alcalde por su parte agradece la colaboración del grupo de la oposición y dice que se intentara también consensuar los presupuestos.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por unanimidad.


Por deber de abstención abandona el Salón de Plenos la concejala Eva Calleja Sanz



2.- PROPUESTA DE RESOLUCIÓN DEL PLENO SOBRE SOLICITUD DE REVISIÓN DE OFICIO PLANTEADA POR DOÑA EVA CALLEJA SANZ DE LA RESOLUCIÓN DE ALCALDÍA, DE 7 DE MARZO DE 2014, POR LA QUE SE CONCEDE LICENCIA DE OBRAS PARA LA EJECUCIÓN DEL PROYECTO DE CUARTEL DE LA GUARDIA CIVIL.

El Alcalde del M. I. Ayuntamiento de Fitero, en fecha de 27 de septiembre de 2017 adoptó Resolución por la que se solicitaba la emisión de informe por el Consejo de Navarra acompañando el expediente foliado y su índice y declarando la suspensión del procedimiento hasta la emisión de dicho informe.

En fecha de diez de noviembre de 2017, se ha recibido del Consejo la solicitud para completar el expediente mediante la aportación de “La propuesta de resolución del pleno que constituya el objeto de la consulta”

En su virtud se propone al pleno la aprobación, de la siguiente:


PROPUESTA DE RESOLUCION DEL PLENO SOBRE SOLICITUD DE REVISIÓN DE OFICIO PLANTEADA POR DOÑA EVA CALLEJA SANZ DE LA RESOLUCIÓN DE ALCALDÍA, DE 7 DE MARZO DE 2014, POR LA QUE SE CONCEDE LICENCIA DE OBRAS PARA LA EJECUCIÓN DEL PROYECTO DE CUARTEL DE LA GUARDIA CIVIL.


Vista la instancia presentadas por Doña Eva Calleja Sanz ante este Ayuntamiento, en fecha 31 de diciembre de 2014, en la que se solicita “la incoación de expediente de revisión de actos nulos al amparo del artículo 102 ya referido en relación a la Resolución de Alcaldía de fecha 7 de marzo de 2014”, resolución en la que se autoriza la licencia de obras para la ejecución del proyecto de cuartel de la Guardia Civil.


Visto que lo solicitado por doña Eva Calleja Sanz se argumenta en que el proyecto de cuartel de la Guardia Civil “es contrario a las previsiones del planeamiento urbanístico de Fitero” porque con el proyecto “se está pretendiendo burlar la prohibición de compatibilizar el uso principal de equipamiento con el uso residencial, salvo en el caso de una vivienda de 100 m2 para guardia de la instalación” por lo que la licencia de obras otorgada, a su juicio, incurre en las causas de nulidad de los apartados e) y f) del artículo 62.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.


Vista la admisión a trámite de la solicitud planteada por la Sra. Calleja Sanz y realizada la completa instrucción del procedimiento, así como realizado el trámite de audiencia pública a todas las partes interesadas.


Considerando el informe jurídico emitido por el Secretario de este Ayuntamiento, de fecha 10 de agosto de 2017, del que se desprende la procedencia de la desestimación de la solicitud planteada por Doña Eva Calleja Sanz.

Su contenido jurídico así como los anexos que lleva unidos y en los que también basa su conclusión de desestimación de la pretensión de revisión de oficio de la licencia de obras, avala la conclusión planteada y se trae aquí un extracto de su tenor literal que justifica la decisión que este Pleno va a tomar, de conformidad con lo planteado en el mismo:

“FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. ANÁLISIS DEL SUPUESTO PLANTEADO: SOBRE LAS CAUSAS DE NULIDAD PLANTEADAS.
A pesar de que este Ayuntamiento obtuvo un primer pronunciamiento por el Tribunal Administrativo de Navarra en Resolución 3386, de 26 de noviembre de 2014, en el que se declaraba conforme a Derecho la Resolución de Alcaldía de 28 de julio de 2014 por la que se concedía la licencia de obras para la construcción del Cuartel de la Guardia Civil y de que dicha Resolución no fue recurrida en la vía administrativa por Doña Eva Calleja Sanz, pocos días después la Sra. Calleja presentó una segunda solicitud de revisión de oficio en la que solicitaba de nuevo incoación de expediente de revisión de actos nulos en relación a la licencia urbanística otorgada para la construcción del cuartel, intentando dar encaje a su solicitud en dos causas de nulidad del artículo 62 de la Ley 30/1992 (en lo sucesivo, LPC), a saber, las previstas en los apartados e) y f) de dicho precepto legal, reiterando, de nuevo, la infracción del artículo 180 de la Normativa Particular del Plan Municipal de Fitero.

Primero, plantea la causa prevista en el artículo 62.1 e) LPC, entendiendo que la Resolución fue dictada prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados.

Entiende la recurrente que al otorgar el Ayuntamiento una licencia en contra de lo dispuesto en el planeamiento (el tan reiterado artículo 180 de las normas particulares del Plan Municipal), estaría procediendo a alterar la normativa urbanística local omitiendo los trámites legales para efectuar una modificación del planeamiento. No hace falta especial esfuerzo argumentativo para desautorizar este planteamiento ficticio, cuya única finalidad no es otra que la derivar hacia una causa de nulidad de pleno derecho una mera cuestión de legalidad ordinaria.

En efecto, el otorgamiento de una licencia en contra del planeamiento (lo que en el presente caso debe negarse de raíz) no conllevaría una modificación o revisión de este último, sino tan solo, en su caso, el dictado de un acto administrativo ilegal por contravención del ordenamiento jurídico. Bajo la premisa de la recurrente en realidad toda infracción de la normativa administrativa conllevaría su calificación como causa de nulidad de pleno derecho en la medida en que se estaría alterando el sentido de la norma legal o reglamentaria vulnerada por tal acto sin haberse seguido los trámites el correspondiente procedimiento para la elaboración de disposiciones de carácter general; conclusión a todas luces absurda y contraria al sentido claro de los artículos 62 y 63 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

La doctrina emanada de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo es ilustrativa respecto de la causa de nulidad prevista en el artículo 62.1.e) LPC, delimitada por unas notas que en el presente caso se muestran ausentes. Recuerda la sentencia de 21 de junio de 2006:

"... en relación con la nulidad de pleno derecho, esta Sala tiene reiteradamente declarado que para que proceda la misma por la causa prevista en el artículo 62.1.e) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre ha de concurrir el requisito de que la infracción sea clara, manifiesta y ostensible, lo que supone que dentro del supuesto legal de nulidad, se comprendan tanto el caso de ausencia total del trámite, como el de seguir un procedimiento distinto. Así en la Sentencia de 19 de mayo de 2004, ha señalado que "para que el acto administrativo adolezca de invalidez por esta causa, no basta cualquier defecto acaecido en el procedimiento, sino que es preciso que se hubiera prescindido total y absolutamente del procedimiento establecido o que el defecto fuera de tal naturaleza, que se equiparara su ausencia a la del propio procedimiento. En este sentido, la jurisprudencia del Tribunal Supremo, cuya reiteración excusa de cita, ha declarado que cualquier vicio u omisión producido en el procedimiento administrativo no da lugar a una nulidad absoluta o de pleno derecho, de acuerdo con lo que establecía el artículo 47.c) LPA y el 62.e) de la Ley 30/1992, esto es, no equivale a «prescindir total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido».”

En el mismo sentido, la propia sentencia de 5 de diciembre de 2012 antes citada expone al respecto:

“Ahora bien, la causa de nulidad del artículo 62.1.e) está reservada para los supuestos de omisión absoluta de procedimiento (Sentencias de 14 de abril de 2010, RC 3533/2007 , y 14 de febrero de 2012, RC 567/2008 ), pues, como dice la sentencia de 7 de noviembre de 2011 (RC 1322/2009 ), «requiere que se haya prescindido totalmente de los trámites del procedimiento, no bastando la omisión de alguno de ellos por importante que pudiera resultar, de suerte que la omisión procedimental ocasionada debe ser no solo manifiesta, sino también total y absoluta, esto es, que denote una inobservancia de las normas de procedimiento que afecte en su conjunto a la sustanciación del mismo, de manera global y no meramente parcial o accidental»”

A tenor de la doctrina legal expuesta, y ante la ausencia de identificación por la parte solicitante de qué trámites esenciales del procedimiento, o qué procedimiento se ha inobservado al momento de otorgar la licencia urbanística cuya revisión se pretende, o cuáles han sido las reglas esenciales quebrantadas, para la formación de la voluntad de los órganos colegiados (quorum, convocatoria, composición, votación, etc.), cabe concluir que no puede admitirse esta motivación como causa de revisión de oficio de la licencia de obras de la casa-cuartel de Fitero, por inexistente.

Por el contrario, y al margen de la cuestión de legalidad ordinaria que suscita la solicitud, el propio expediente administrativo ilustra sobre la plena observancia del procedimiento para la concesión en este caso de la licencia de obras controvertida, que descarta tanto su omisión completa, como la ausencia de trámites esenciales del mismo.

En segundo lugar, se plantea la causa prevista en el artículo 62.1 f) LPC, pues la solicitante entiende que la resolución de alcaldía de la que se solicita la revisión se configura como un acto expreso contrario al ordenamiento jurídico por el que se adquieren facultades o derechos para los que se carecía de los requisitos esenciales.

De entrada, la solicitud omite por completo identificar cuáles serían los requisitos esenciales de la licencia de los que carecería el beneficiario de la misma, y de nuevo remite el debate a la misma cuestión de legalidad ordinaria, esto es, la adecuación o no de la licencia a las previsiones del artículo 180 de las normas particulares del Plan Municipal.

Como recuerda la propia Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, así la ya citada sentencia de 5 de diciembre de 2012, no cabe asimilar los requisitos esenciales cuya carencia comporta un vicio de nulidad con cualquier requisito o condición normativa del acto administrativo. Señala dicha resolución judicial:

“El tercer motivo de nulidad hace referencia a la adquisición de un derecho careciendo de los requisitos esenciales para ello, expresión la de «requisitos esenciales» que, según nuestra sentencia de 6 de mayo de 2009 (RC 1511/2006) «no puede interpretarse en un sentido tan amplio que incluya dentro de ellos cualquier condición o exigencia necesaria para la validez del acto declarativo del derecho, pues si así se hiciera, se reconduciría a la categoría de nulidad radical todo supuesto de ilegalidad de esos actos, prescindiendo para ellos de la categoría de nulidad relativa o anulabilidad. La expresión, de modo congruente con el carácter restrictivo y estricto de la categoría de la nulidad radical, ha de reservarse para aquellos vicios de legalidad que consisten en la ausencia de los presupuestos de hecho que, en cada caso, deban concurrir necesariamente». Y como dijimos en la sentencia de 26 de noviembre de 2008 (RC 1988/2006): «No todos los requisitos necesarios para ser titular de un derecho pueden reputarse "esenciales": tan sólo los más significativos y directa e indisociablemente ligados a la naturaleza misma de aquél. En otro caso, se propiciaría la desvirtuación de este motivo extraordinario de invalidez absoluta, que vendría a parificarse en la práctica con los motivos de anulabilidad».”

Esta conclusión se ratifica en mayor medida si cabe en el ámbito urbanístico habida cuenta que la nulidad de pleno derecho no se predica de cualquier licencia contraria a la legislación o al planeamiento urbanísticos, sino solo cuando dicha infracción determine la ausencia de los requisitos esenciales para su obtención, tal como señala el artículo 192.5 de  la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, y recuerda el propio Tribunal Administrativo de Navarra a través de diversas Resoluciones (por todas la Resolución 2348/2005, de 1 de julio).

En definitiva, la invocación del artículo 62.1.f) LPC se revela nuevamente como un mero recurso dialéctico de cara a vincular lo que es un debate de mera legalidad urbanística ordinaria (la interpretación del Plan Municipal vigente en relación con equipamientos singulares como el que es objeto de licencia de obras en el presente caso) a una causa de nulidad de pleno derecho sobre cuyos presupuestos legales (en concreto, la ausencia de requisitos esenciales para la adquisición de facultades o derechos) se omite la más mínima mención en la solicitud, dato indicativo de la falta de fundamento de la misma.

En definitiva, y por todo lo expuesto, la revisión de oficio instada por la recurrente resulta plenamente contraria a Derecho, en la medida en que aquella petición, tras un análisis preliminar de la misma, no acredita el asentamiento ni la justificación en ninguna de las causas de nulidad que se proponen.

II. ANÁLISIS DEL SUPUESTO PLANTEADO: SOBRE LAS CAUSAS DE NULIDAD PLANTEADAS.

La parte recurrente ha planteado una cuestión de legalidad ordinaria, sin poder encajar su argumentario en ninguna de las causas de nulidad de dicho precepto, como bien se ha justificado. Ello ya es motivo suficiente para decretar la improcedencia de la revisión de oficio.

Pero es que, además, la conclusión a la que se ha llegado viene avalada por la documentación existente en el expediente en la cual se acredita y se justifica la inconsistencia de la solicitud y su falta de viabilidad de un modo notorio.

Sin entrar en valoración o enjuiciamiento de la aplicación del 180 NUP del Plan Municipal de Fitero, deben tenerse en cuenta dos cuestiones jurídicas: la calificación urbanística de la parcela donde se ubicará la casa cuartel (parte de la parcela 3116 del polígono 2) y la naturaleza jurídica de la casa cuartel como equipamiento.

El Plan Municipal de Fitero clasifica la parcela 3116 del polígono 2, como Suelo Urbano Consolidado (Plano OU-1), destinado a un uso Dotacional (Plano OU-2), esto es, la calificación urbanística de la parte de dicha parcela 3116 cuya cesión solicitó la Secretaría de Estado de Seguridad al Ayuntamiento, posibilitaba la implantación de un equipamiento público o privado en la misma.

Ya desde el expediente de cesión del terreno, sobre cuya conformidad a Derecho, el propio Consejo de Navarra se pronunció recientemente en Dictamen 24/2017, de 8 de junio de 2017 (que también uno en anexo al presente informe), se evidenció tal naturaleza, siendo su destino el dotar al municipio del servicio público de seguridad ciudadana.

Así se refleja en la Memoria que presentó la Secretaría de Estado para la solicitud de la cesión, en los informes técnicos del Arquitecto municipal emitidos en dicho expediente, en el informe técnico del mismo Arquitecto emitido en el expediente de otorgamiento de licencia de obras, así como en las alegaciones que la Secretaría de Estado emitió en el procedimiento abierto para la entrega de la documentación solicitada por la Sra. Calleja (escrito firmado, por cierto, unos pocos días después de presentar la solicitud de revisión de oficio).

Y ya desde la óptica del servicio público de seguridad ciudadana la consideración jurídica de la Casa-Cuartel en su conjunto como un equipamiento público es clara y notoria, y no solo porque esté justificada en los informes y en el escrito de alegaciones antes referidos.

Existe normativa que regula la figura de las Casas- Cuartel de la Guardia Civil como un edificio único, indivisible, que integra diferentes espacios destinados a diversos usos (operativos, administrativos y residenciales), teniendo en cuenta que el uso residencial previsto en dicho conjunto está considerado afecto al servicio público de seguridad ciudadana y a las propias funciones de la Guardia Civil, al objeto de racionalizar medios materiales y personales, atendiendo a la dedicación profesional permanente del agente, uso residencial, en definitiva, con perfecto encaje en el complejo constructivo como dotación pública, equipamiento.

Esa normativa son la Orden General número 5, de 10 de marzo de 1998, sobre el régimen interno, la seguridad y los servicios de guardia y la Orden General número 5, sobre pabellones oficiales de la Guardia Civil, cuyo contenido, bien explicado y analizado en el escrito de alegaciones de la Secretaría de Estado, al que me remito para evitar reiteraciones innecesarias,  concuerda con el artículo 21 de la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil, que establece, en cuanto a la residencia y domicilio del Guardia Civil, que puede fijarse su domicilio en diferente lugar al del Cuartel, siempre que quede asegurado el adecuado y puntual cumplimiento de sus obligaciones profesionales, estableciéndose medios de rápida localización del agente, y todo ello sometido a los términos y condiciones que reglamentariamente se establezcan.

Además la unidad funcional de la Casa Cuartel ha sido considerada como tal en la jurisprudencia. Sentencias como las emitidas por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid [Sentencia 1240, de 18 de junio de 2008 (EDJ 2008/218976); Sentencia 1228, de 21 de noviembre de 2002 (EDJ 2002/81259); Sentencia 725, de 21 de mayo de 2007 (EDJ 207429)], ahondan en la finalidad de los pabellones al uso público del Cuartel cuando obligan al desalojo inmediato de aquellos agentes que cesan en el cargo que estaban ocupando y son baja en la Unidad a que el pabellón que se le adjudicó, está asignado.

Otro ejemplo que evidencia la naturaleza jurídica unitaria de la instalación de Casa Cuartel como unidad orgánica inseparable, en atención a la configuración y peculiaridades de las funciones y servicios que tiene encomendadas el cuerpo de la Guardia Civil  en defensa de la seguridad ciudadana, bajo el principio general de absoluta y permanente disposición para el servicio de su personal, es la jurisprudencia que ha analizado y ratificado la exención del IBI de los pabellones de estas instalaciones.

Así, y a modo de ejemplo, se reseñan las Sentencias del Tribunal Supremo, de 27 de septiembre de 2001 (EDJ 2001/33872), de 1 de marzo de 2003 (EDJ 2003-3751) o la de 16 de junio de 1997 (EDJ 1997/40/70). También las Sentencias del TSJ de Murcia, de 2 de febrero de 2001 (EDJ 2001/32695); del TSJ de Cataluña, de 27 de diciembre de 2001 (EDJ 2001/78715); del TSJ Andalucía, de 23 de enero de 2004 (EDJ 2004/40215); del TSJ de Asturias, de 4 de mayo de 2004 (EDJ 2004/57502), de 29 de enero de 1998 (EDJ 1998/14336), y de 9 de diciembre de 1998 (EDJ 1998/37551); o del TSJ de Castilla y León, de 28 de enero de 1998 (EDJ 1998/7212).

Por último, es también interesante a los efectos que ahora estamos discutiendo la Sentencia del TSJ de La Rioja, de 21 de enero de 2011 (EDJ 2011/19541):

“SEGUNDO.- La Dirección General de la Guardia Civil solicita licencia al Ayuntamiento de Nájera, el 30 de marzo de 2009, a fin de llevar a cabo obras de reforma en la Casa Cuartel de la Guardia Civil. El consistorio deniega la licencia mediante resolución dictada el 1 de julio de 2009.

El procedimiento de instancia trata de determinar la conformidad a derecho de la denegación de dicha licencia.

Tal denegación se basa en razones urbanísticas indicándose que, conforme al informe emitido por la arquitecto municipal, examinado el proyecto de ejecución, la Parcela en la que se ubica el cuartel referido aparece calificada en el Plan General Municipal de Nájera como "uso dotacional", con las siglas GC (Guardia Civil). En relación al uso dotacional público, las normas urbanísticas regulan en el art. 3.3.9. que "en dotaciones no residenciales, se consiente el establecimiento de una vivienda por parcela para el personal encargado de la vigilancia y conservación de la institución. No se admitirán soluciones, como la división horizontal, que desvinculen la vivienda y la dotación".

La sentencia apelada reproduce el mencionado informe técnico municipal emitido el 22 de junio de 2009. Los artículos 3.3.9 y 3.3.10 de las normas urbanísticas del Plan General Municipal de Nájera en los que se regula el uso dotacional público y privado. En aplicación de dichos preceptos y del cuadro de afinidad e incompatibilidad de usos en suelo urbano, el juzgador de instancia considera que, siendo la parcela calificada como uso dotacional no residencial, sólo se consiente el establecimiento de una vivienda por parcela para el personal encargado de la vigilancia y conservación de la institución, no admitiéndose soluciones como la división horizontal, que desvinculen la vivienda y la dotación.

Al amparo del carácter reglado de la concesión de licencia de obras y en aplicación del artículo 193 de la Ley 5/2006, de 2 de mayo, la sentencia de instancia entiende que conforme al planeamiento urbanístico vigente, es correcta la denegación de la licencia. la licencia.

(…)

CUARTO.- Si bien es cierto, como señala el apelado, que las Administraciones Públicas están sujetas al principio de legalidad y el otorgamiento de licencias debe someterse a los instrumentos de planeamiento, la licencia solicitada no es contraria al ordenamiento existente, ya que el planeamiento urbanístico previsto en el municipio ha de completarse e interpretarse, con la normativa específica que regula el uso y destino del edificio Casa Cuartel de la Guardia Civil, tal y como se ha expuesto supra.

(…) el fundamento jurídico tercero de la sentencia señala que las obras de reforma del acuartelamiento suponen el destino del mismo a viviendas, superando con ello la vivienda unifamiliar, único elemento permitido en la calificación de la parcela, uso dotacional no residencial. Sin embargo, olvida la sentencia de instancia que la licencia se solicita para rehabilitación del acuartelamiento de la Guardia Civil donde, por su propio fin y uso, existen, desde su construcción en 1953, diversas viviendas. La licencia solicitada no conlleva la creación de viviendas colectivas pues éstas son preexistentes a dicha petición.”

Nos encontramos ante un supuesto de iguales circunstancias urbanísticas, esto es, un suelo de uso dotacional en el que estaba implantado una Casa-Cuartel, y en la que se permitió en su momento la construcción de pabellones y ahora su rehabilitación, dado su fin y uso afectos al servicio público, sin considerar que tal autorización quebranta la normativa urbanística municipal por exceso de usos en la parcela.

Toda esta motivación jurídica se corroboró con la emisión del informe de Don Jesús Mª Ramírez Sánchez, Abogado especializado en Derecho Urbanístico, el cual se solicitó por este Ayuntamiento por si se deducía algún aspecto urbanístico que pudiera generar duda, a los efectos en su momento de inadmitir la solicitud o de continuar el procedimiento. Dicho dictamen también ha sido unido al anexo del presente informe jurídico.

En este caso, también el jurista experto en urbanismo fue claro en su informe. Previamente a entrar a considerar la aplicación del artículo 180 de la Normativa Urbanística Particular del Plan Municipal de Fitero y su posible infracción, la primera conclusión que se deriva de este informe fue la de considerar que ciertamente la instalación militar tiene un carácter dual, pues es una construcción en la que se desarrolla una labor profesional, en la que existen alojamientos pero vinculados al servicio del personal militar que presta sus servicios en dicha instalación, entendiendo que constituye una “edificación compleja”… que “difícilmente pueden encajarse en el concepto urbanístico convencional de vivienda” y, por lo tanto, debe entenderse como ”una unidad funcional en la que no cabe efectuar distinciones de los usos incluidos en la misma”, constituyendo “dependencias residenciales de uso temporal por el personal afecto al servicio público en ese acuartelamiento … como una parte indisociable del conjunto edificatorio dotaciones que se conforma como Casa – Cuartel”.

Por ello, la división en Proyecto de las zonas que componen el acuartelamiento, no significa que se rompa con la naturaleza unitaria del cuartel. Partiendo de la unidad funcional como equipamiento de la Casa-Cuartel de la Guardia Civil, a los efectos de determinar su correcta implantación en un solar con uso dotacional y, por ello, ser procedente la licencia de obra otorgada, esto es, analizando el correcto encuadre urbanístico del equipamiento solicitado en la parcela, con posterioridad, ya en fase de ejecución de obras, y en terreno constructivo, el promotor y constructor deberán respetar las condiciones técnicas que marca la normativa tanto para las condiciones mínimas de habitabilidad de los pabellones, como para las condiciones en materia de seguridad estructural, seguridad en caso de incendios, salubridad, ahorro de energía, etc., que marca el Código Técnico de la Edificación, que serán diferentes según nos encontremos en la parte residencial o en la parte administrativa del cuartel. Incluso dentro de la parte más funcional del acuartelamiento, las medidas técnicas a adoptar también pueden ser diferentes según nos encontremos en la zona habilitada a oficinas, en la habilitada a vigilancia o en la habilitada a cocheras y almacenes, por ejemplo.

No debe confundirse, pues, la naturaleza jurídica de la Casa Cuartel como equipamiento unitario y su perfecto encuadre urbanístico, de la propia ejecución del Proyecto cuyas necesidades técnicas no tienen por qué ser unitarias ni idénticas en todas la piezas constructivas de que se componen la Casa Cuartel.

III. CONCLUSIÓN.

Acreditada la falta de encuadre de la argumentación que se alega en la solicitud en cualquiera de las dos causas de nulidad que se pretenden y teniendo en cuenta toda la documentación obrante en el presente expediente y expedientes previos relacionados, se evidencia con notoriedad la ausencia de motivos para plantear una solicitud de revisión de la licencia de obras del cuartel de la Guardia Civil y, por tanto, se niega la procedencia de la revisión de oficio planteada, debiendo ser declarada conforme a Derecho la Resolución de Alcaldía de 28 de julio de 2014.”


Considerando el único escrito de alegaciones presentado en el trámite de audiencia pública y emitido por la Subdirección General de Planificación y Gestión de Infraestructuras y Medio para la Seguridad, de la Secretaría de Estado de Seguridad, del Ministerio del Interior, en las que, después de realizar un análisis preciso de los hechos del expediente y considerar el planteamiento formulado por Doña Eva Calleja Sanz, concluye que no ha lugar a la revisión de oficio planteada en virtud de la siguiente argumentación:

a) La solicitante no acredita legitimación para formular su solicitud pues no acredita interés legítimo, ni la repercusión de la cesión cuestionada en su esfera jurídica.

b) Respecto a la primera causa de nulidad alegada, se entiende que el Ayuntamiento ha seguido el procedimiento normal para este tipo de actuaciones.

c) Respecto de la segunda causa de nulidad, las alegaciones de la Subdirección General de la Secretaría de Estado de Seguridad, compartiendo el contenido de los informes que obran en el expediente (el emitido por el Secretario de este Ayuntamiento y el emitido por Don Jesús Mª Ramírez Sánchez –unido al anterior como anexo–), así como reiterando el escrito de alegaciones que dicha Subdirección emitió en fecha 9 de junio de 2014, justifican y acreditan que las Casas Cuartel o Acuartelamientos constituyen una unidad operativa y residencial, vinculados al servicio público y a la seguridad ciudadana, cuyos pabellones están fuera del tránsito jurídico debido a su carácter público y vinculación de uso y destino, estando regidos por normas de Derecho administrativo.

Esta postura se justifica además reseñando la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo número 22 de Madrid, de 24 de noviembre de 2006 (proc. Abreviado 131/06) en la que se consideró el complejo del acuartelamiento (parte funcional y parte destinada a las familias) como un todo destinado a cumplir un fin público.


Considerando, por último, toda la documentación que obra en el expediente administrativo de otorgamiento de licencia para la autorización de la construcción del cuartel de la Guardia Civil.


SE ACUERDA:

1. Desestimar la solicitud de revisión de oficio planteada por Doña Eva Calleja Sanz en relación con Resolución de Alcaldía de fecha 7 de marzo de 2014, por la que se autoriza la licencia de obras para la ejecución del proyecto de cuartel de la Guardia Civil.

2. Notificar esta Resolución a la solicitante y a las partes interesadas.


El concejal y portavoz de AFI, Javier Fernández dice que así como en el tema de la Cesión del terreno para la construcción del Cuartel, aunque no compartimos si acatamos la decisión del Consejo de Navarra, al cual había que haber acudido antes, en el tema de la concesión de licencia en cuanto en cuanto el Consejo de Navarra no se pronuncie entendemos que no podemos estar de acuerdo en la propuesta de no entender que existe nulidad, y por eso votaremos en contra.


El Alcalde contesta que se trata en este acuerdo de un tema técnico para que el Consejo pueda pronunciarse sobre la cuestión.

Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por seis votos a favor de los concejales de UPN, y cuatro en contra de los concejales de AFI, presentes.


Se reincorpora a la sesión la concejala Eva Calleja Sanz.

3.- NUEVA DENOMINACION DE CALLE CEMENTERIO COMO CALLE CEMENTERIO O COSTERILLA


A la vista del convenio firmado en su día con la empresa de la localidad Confecciones Jesmar S.L., y de las memorias presentadas por la misma, se entiende oportuno otorgar una nueva denominación a la calle Cementerio, por ello el Alcalde propone al pleno la adopción del siguiente acuerdo:

- Denominar como Calle Cementerio o Costerilla, a la anteriormente llamada calle Cementerio


El Alcalde comenta que en su día fue firmado por el anterior alcalde en el 2015 un convenio con la empresa que se veía perjudicada por el nombre. Que entiende que el nombre ya venia usándose de manera coloquial por algunos vecinos y que no causa perjuicio a nadie.


La concejala Eva Calleja se pregunta si esta calle no fue cambiada ya de nombre en su día.


El concejal Javier Fernández dice que el convenio prevé un cambio de nombre más que una adicción por lo que en realidad no se estaría cumpliendo.


Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por unanimidad.


4.- APROBACION INICIAL ORDENANZA REGULADORA DEL USO DE LOS CAMINOS PÚBLICOS DEL TÉRMINO MUNICIPAL DE FITERO.

Se considera oportuno el establecimiento de una nueva ordenanza municipal reguladora del uso de los caminos públicos del término municipal de Fitero, máxime cuando actualmente se está procediendo a un saneamiento y mejora de los mismos.

 Dicha reglamentación debe realizarse mediante el procedimiento para la aprobación de ordenanzas.

La Ley de Administración Local regula la competencia y procedimiento para el establecimiento de reglamentos y ordenanzas.

En su virtud, de conformidad con los Artículos 325 y siguientes de la Ley de Administración Local, se propone al Pleno la adopción del siguiente acuerdo:

1.- Aprobar inicialmente la: 

ORDENANZA REGULADORA DEL USO DE LOS CAMINOS PÚBLICOS DEL

TÉRMINO MUNICIPAL DE FITERO.

Fundamento

Art. 1º.- La presente Ordenanza se establece de acuerdo con lo dispuesto en el Arts. 25-2º d de la Ley 7/1.985, de 2 de Abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, por remisión del Art. 29 de la Ley Foral 6/1.990, de 2 de Julio, de la Administración Local de Navarra y demás normas reguladoras de aplicación. 

La red de caminos públicos de Fitero, es parte del patrimonio de todos los vecinos. Forma un elemento transcendental para la conservación y el acceso a la riqueza de las fincas agrícolas y montes del término municipal de Fitero. Constituye un elemento indispensable para facilitar el paso a agricultores, ganaderos, vecinos en general, visitantes y transeúntes y su buen estado de conservación redunda en el bienestar de los vecinos. 

El creciente uso público de caminos agrícolas y pistas forestales, hace necesario la regulación de su uso, con el triple fin de preservar los valores del patrimonio natural de Fitero, facilitar un uso armonioso por todo tipo de usuarios, especialmente por el uso propio de los agricultores, ganaderos, vecinos y para mantenerlos en buen estado de uso.

Ámbito de aplicación

Art. 2º.- La presente Ordenanza, es de aplicación a todos los Caminos públicos del término municipal de Fitero, incluidas las cunetas, desagües y demás infraestructuras que sean necesarias, para el tránsito de vehículos y personas por los Caminos públicos.

Utilización

Art. 3º.- Los caminos públicos de Fitero, podrán ser utilizados por todas las personas en general.

Usos permitidos.

Art. 4º.- Se permite el uso de los caminos a aquellos vehículos utilizados en toda actividad agrícola y ganadera, turística y recreativa, radicada en el municipio, así como a todos los vehículos de instituciones públicas en el desarrollo de su actividad, con las limitaciones establecidas en esta ordenanza. 

Podrán establecerse las limitaciones necesarias al peso de los vehículos a motor, sobre todo teniendo en cuenta el estado del firme, los pasos elevados sobre cursos de agua e infraestructuras de drenaje existentes, estableciéndose para cada caso un tonelaje máximo.

Podrán establecerse limitaciones en la época de uso de los caminos debido a la humedad y estado de los firmes, de cara a evitar el hundimiento y mala conservación, así como cuando el estado de dichos caminos así lo aconseje por otras causas. 

Las anteriores limitaciones se establecerán en cada momento mediante resolución de Alcaldía que se publicará en el Tablón de anuncios municipal. El uso en caminos de asfalto u hormigón estará permitido salvo limitación específica.

Autorizaciones.

Art. 5º.- Será autorizable el uso de los caminos públicos en caso de limitación previa recogida en el artículo anterior. Las autorizaciones serán concedidas por el Ayuntamiento mediante resolución de Alcaldía o de concejal delegado en su caso. En este sentido quien deba solicitar autorización, cumplimentará la correspondiente instancia municipal en la cual se detallará el motivo por el cual se solicita autorización y el término en el cual se encuentra el camino o caminos públicos por los que más frecuentemente va a circular. Las autorizaciones podrán ser para un periodo de tiempo concreto o indefinido y en ellas constará la matrícula del vehículo autorizado, debiendo ser portada en el mismo para ser mostrada a petición de la autoridad competente.

En todo caso, y mediante resolución motivada, podrá exigirse al solicitante de la autorización, el depósito de una fianza o aval, que será calculada por el Ayuntamiento en función del riesgo que se estime sobre los caminos y que será devuelta una vez se haya comprobado que el camino ha sido repuesto al estado inicial sin daños.

Usos prohibidos.

Art. 6º.- Quedan expresamente prohibidos los siguientes usos en las infraestructuras de los caminos públicos:

a) No respetar el límite de peso o tamaño de los vehículos que circulan por los caminos.

b) Labrar las cunetas y caminos.

c) Salir a dar vuelta con la maquinaria agrícola al camino durante el laboreo de las

parcelas por un lugar diferente al acceso expresamente adecuado para tal fin.

d) Apurar los taludes en las labores agrícolas, de forma que se produzca el desmonte del terraplén. Habrá de dejarse como mínimo 30 centímetros desde el talud.

e) Plantar árboles o realizar cerramientos de fincas sin respetar la zona de servidumbre de tres metros desde el borde exterior del camino, conforme a lo dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo.

f) Formar pajeras a menos de 5 metros de las cunetas, de las entradas de las fincas y de los caminos.

g) Echar piedras y restos agrícolas (paja, etc.) a caminos, cunetas o acequias.

h) Echar tierra y tapar las cunetas y desagües de los caminos, con ocasión de efectuar tareas agrícolas próximas a las mismas o para acceder a la finca, o por cualquier otra circunstancia.

i) Sacar saneamientos superficiales del agua de escorrentía de las parcelas agrícolas a cualquier tipo de camino o entrada a las parcelas agrícolas, permitiéndose únicamente que éstos salgan directamente a las acequias.

j) Taponar los caños, incluidos los salvacunetas.

k) Verter agua de las zonas de riego a los caminos.

l) Dejar o arrastrar madera u otros materiales por los caminos.

m) Efectuar la quema de restos agrícolas (paja, etc.) en caminos cunetas o acequias.

n) El arrastre de aperos u otro tipo de maquinaria que dañe la capa de rodadura de los terrenos.

ñ) Obstaculizar el libre tránsito de personas, vehículos, etc., total o parcialmente, en los caminos públicos del término municipal.

o) Quedan expresamente prohibidas las competiciones, carreras u otras modalidades de conducción extrema que entrañen peligro a paseantes, ciclistas, animales domésticos, fauna salvaje. Las competiciones oficiales y las actividades turísticas a motor organizadas en grupo podrán ser autorizadas excepcionalmente por el Ayuntamiento.

p) Cargar o descargar pacas de paja desde el camino debiendo realizarlo en la parcela.

q) Cultivar o dañar acequias.

Se insta a que en días de lluvias fuertes se usen los caminos lo menos posible.

El gasto ocasionado al Ayuntamiento como consecuencia de la realización de cualquiera de estos usos prohibidos se imputará a la persona infractora.

Excepción a las limitaciones y prohibiciones.

Art. 7º.-El Ayuntamiento podrá establecer excepciones a autorizaciones por motivos de interés público.

Obligaciones de los usuarios.

Art. 8.-Serán obligaciones de los usuarios y/o propietarios de fincas, las siguientes:

a) Para colocar, cambiar o ampliar pasos salvacunetas de acceso a las fincas, será necesaria la previa solicitud y autorización del Ayuntamiento. Estas operaciones se efectuarán a cuenta del particular, debiendo colocar tubos de 50 cm de diámetro como mínimo, salvo en aquellos casos en los que la profundidad de la cuneta no permita colocar tubos de este diámetro, en este caso serán los técnicos municipales los que establecerán el diámetro del tubo a colocar, previa indicación del particular en la solicitud para su modificación o construcción de tal imposibilidad. Las bocas de los tubos deberán estar correctamente recogidas con hormigón. Estos accesos a las parcelas se construirán con resistencia suficiente teniendo en cuenta la carga a soportar y tendrán una anchura de al menos 6 metros. El propietario una vez ejecutado el acceso deberá comunicarlo al Ayuntamiento para su revisión y visto bueno. Si el paso salvacuneta de acceso a las fincas interrumpe el paso del agua y deteriora el camino, el propietario de la parcela o solicitante de la autorización deberá adecuar el acceso y reparar en su caso el camino a su costa.

La construcción de un paso salvacunetas sin previa autorización del Ayuntamiento y contraviniendo esta norma será objeto de requerimiento para su legalización en el plazo de 15 días. Si no se legaliza en dicho plazo el Ayuntamiento ordenará su retirada imputando los gastos al particular.

b) Mantener limpios los pasos salvacunetas de sus fincas, para facilitar el paso del agua. Si el usuario o propietario no realiza la limpieza, la podrá realizar el Ayuntamiento imputando los gastos al infractor.

c) Con carácter general la velocidad máxima de circulación por todos los caminos será de 30 Km/hora para vehículos de tres o más ejes y de 40 Km/hora para el resto de vehículos. Deberá reducirse, no obstante, la velocidad al máximo hasta el punto necesario en los tramos pendientes y peligrosos, ante la proximidad de vehículos especiales, vehículos lentos, rebaños de animales, en la cercanía de ganado libre o viandantes, a fin de evitar accidentes y molestias, más incluso en temporadas secas en las que se acumula polvo evitando que desaparezca la capa de rodadura de los caminos.

En todo momento se respetaran las señales de tráfico que se coloquen en los citados caminos. Siempre tendrán prioridad los vehículos agrícolas, ganaderos y forestales frente al resto y entre ellos el que circule con mayor carga.

El Ayuntamiento podrá imponer otras limitaciones menores en función del tiempo,

estado del camino, etc.

d) Tras la reparación, acondicionamiento o adecuación de un camino, todos los propietarios que tengan inadecuados, obstruidos o rotos los pasos de acceso a sus

parcelas desde dicho camino público, tendrán un plazo de un mes para ejecutar su

reposición.

Responsabilidad de los usuarios.

Art 9º.- Los usuarios serán responsables de los daños abusivos que se produzcan en los caminos por no contemplar las normas contenidas en la presente ordenanza.

Infracciones.

Art. 10º.- Se considerarán infracciones, además de las previstas en las disposiciones vigentes, la vulneración de lo establecido en la presente Ordenanza, así como el incumplimiento de las órdenes que por escrito o a través de bandos pueda realizar el Ayuntamiento y la no solicitud de las autorizaciones previstas en la presente Ordenanza.

Las infracciones pueden ser leves o graves.

10.1. Infracciones leves:

Con carácter general, tiene la consideración de infracción leve toda aquella acción u omisión que suponga un quebranto a cuanto se dispone en la presente Ordenanza o bien, contra las órdenes que por escrito o a través de Bandos y resoluciones pueda realizar el Ayuntamiento, así como la no solicitud de las autorizaciones previstas en la presente Ordenanza, salvo que expresamente esté calificada como grave.

10.2. Infracciones graves:

Tienen la consideración de infracciones graves las siguientes:

a) La alteración de las características de un camino, tal como quedan reflejados en la planimetría específica.

b) La circulación por los caminos públicos sin la preceptiva autorización cuando de

acuerdo a la presente ordenanza se precise de la misma.

c) Labrar las cunetas y caminos.

d) Apurar los taludes en las labores agrícolas, de forma que se produzca el desmonte del terraplén.

e) Plantar árboles o realizar cerramientos de fincas sin respetar la zona de servidumbre de tres metros desde el borde exterior del camino.

f) Echar piedras y restos agrícolas (paja, etc.) a caminos, cunetas o acequias.

g) Echar tierra y tapar las cunetas y desagües de los caminos, con ocasión de efectuar

tareas agrícolas próximas a las mismas o para acceder a la finca, o por cualquier otra circunstancia.

h) Sacar saneamientos superficiales del agua de escorrentía de las parcelas agrícolas a cualquier tipo de camino o entrada a las parcelas agrícolas, permitiéndose únicamente que éstos salgan directamente a las acequias.

i) Taponar los caños, incluidos los salvacunetas.

j) Verter agua de las zonas de riego a los caminos.

k) El arrastre de aperos u otro tipo de maquinaria que dañe la capa de rodadura de los caminos.

l) Realizar sin autorización competiciones, carreras u otras modalidades de conducción extrema por los caminos.

m) La acumulación de tres infracciones leves en un periodo de dos años, por la misma persona o por miembros de una misma explotación agrícola, ganadera o empresa.

Sanciones.

Art. 11º.-  Sanciones

11.1. Las infracciones de esta Ordenanza se sancionarán con las siguientes cuantías:

-Las leves, con multa desde 100 hasta 600 euros.

-Las graves, con multa desde 600 hasta 1.800 euros.

11.2. La imposición de sanciones será independiente de la indemnización de los daños y perjuicios causados, de conformidad con lo establecido en el artículo 117, de la Ley Foral de la Administración Local de Navarra.

11.3. Para la recaudación de las multas y de la indemnización de los daños y perjuicios causados se seguirá, en defecto de pago voluntario, la vía administrativa de apremio.

11.4. Los expedientes sancionadores se sujetarán, en cuanto a su procedimiento, a lo establecido en la presente ordenanza.

11.5. En casos de especial gravedad, el órgano competente podrá acordar, como medida cautelar, el cese de la actividad mientras dure la tramitación del expediente sancionador por la presunta comisión de faltas graves.

11.6. Corresponde la imposición de sanciones al Alcalde. Las infracciones que deban sancionar autoridades distintas de la municipal, serán sometidas al conocimiento de aquéllas a través del Alcalde.

Procedimiento sancionador.

Art. 12º.-  El procedimiento sancionador se iniciará por resolución de la Alcaldía del Ayuntamiento de Fitero, en virtud de actuaciones practicadas de oficio o mediante denuncia. La resolución designará el correspondiente Instructor de actuaciones y será notificada al sujeto presuntamente responsable. El Instructor redactará un pliego de cargos con indicación de la infracción correspondiente a los hechos, la sanción que puede proceder y el órgano competente para imponerla, que será notificado al sujeto presuntamente responsable, quien dispondrá de un plazo de quince días para formular las alegaciones que estime pertinentes en defensa de su derecho.

En el pliego de cargos formulado por el instructor se reflejarán:

a) Los hechos constatados, destacando los relevantes a efectos de la tipificación de la infracción y graduación de la sanción.

b) La infracción presuntamente cometida con expresión del precepto o preceptos

vulnerados.

c) La sanción que en su caso proceda, su graduación y cuantificación.

d) Órgano que pudiera resultar competente para la resolución del procedimiento, y

norma que le atribuye la competencia.

Transcurrido el plazo de alegaciones y, en su caso, de práctica de pruebas, y previas las diligencias que se estime necesarias, el Instructor formulará propuesta de resolución y elevará la misma junto con el expediente a la Alcaldía, quien, como órgano competente, dictará la resolución correspondiente o, en su caso, ordenará al Instructor la práctica de las diligencias complementarias que considere necesarias.

Si de las alegaciones y de la prueba practicada se derivasen nuevos o distintos hechos o calificación de mayor gravedad a la prevista en el pliego de cargos, el Instructor procederá a notificar al interesado un nuevo pliego de cargos con la sanción que proceda, a fin de que en el plazo de quince días alegue cuanto estime conveniente.

La resolución que ponga fin al procedimiento sancionador habrá de ser motivada y

resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente. En la resolución no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en el curso del procedimiento, con independencia de su diferente valoración jurídica.

La resolución será ejecutiva cuando se haya puesto fin a la vía administrativa.

El plazo máximo para resolver el procedimiento sancionador, con independencia de la calificación de la infracción, será de seis meses contados desde la fecha en que se adoptó la resolución de incoación del expediente sancionador, ampliable, como

máximo, por otros seis meses mediante acuerdo motivado.

DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA

La presente Ordenanza entrará en vigor una vez publicado su texto íntegro en el Boletín Oficial de Navarra y haya transcurrido el plazo de quince días hábiles previsto en el artículo 65.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local por remisión del Artículo 326 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio de la Administración Local de Navarra

2.- De conformidad con el artículo 325 de la Ley Foral de Administración Local someter el presente Texto de la Ordenanza Reguladora del uso de los caminos públicos del término municipal de Fitero a información pública, previo anuncio en el Boletín Oficial de Navarra y en el tablón de anuncios, por un plazo de 30 días hábiles, en el que los vecinos e interesados legítimos podrán formular reclamaciones, reparos u observaciones.

3.-El acuerdo de aprobación inicial pasara a ser definitivo en el caso de que no se hubiesen formulado reclamaciones, reparos u observaciones. 


La concejala Eva Calleja pregunta como se va a implementar y en concreto quien va a vigilar su cumplimiento, contestándole el Alcalde que si hay infracciones se realizara el procedimiento correspondiente, que la vigilancia corresponderá a la Brigada Municipal y en especial al encargado.

Tras pasar a votación la propuesta es aprobada por unanimidad.

5.- MOCION UPN FITERO PARA INCLUIR A FITERO EN LA ZONA REGABLE DE LA NUEVA FASE DEL CANAL DE NAVARRA 

El proyecto  de la segunda fase del  canal de Navarra, es una infraestructura esencial y estratégica para el desarrollo económico, social, y agrario de la Ribera de Navarra.


En el primer ante-proyecto de la infraestructura Fitero queda fuera de la zona implicada, por motivos de presión manométrica y de costes de elevación,  abocando a nuestra localidad a captar agua de riego de un futuro pantano denominado “Cigudosa-Valdelprado”, infraestructura esta, que según se nos indica desde la propia Confederación hidrográfica del Ebro, es inviable construcción por motivos técnicos y cinegéticos. 


La posterior revisión del proyecto, previa a la ejecución del mismo, contempla cambios esenciales en el trazo y ejecución del Canal de Navarra, que desde  nuestra localidad entendemos a todas luces pudiera entenderse como una oportunidad para reconsiderar por parte del gobierno la inmersión de Fitero como zona regable con agua del Canal.

El actual trazado de la infraestructura se realiza mediante una tubería subterránea, y no a cielo abierto como se ejecutó la primera fase, y según se nos traslada en conversaciones con técnicos hídricos, esta situación podría elevar el nivel de presión hasta 150metros por encima de lo planteado inicialmente. Tanto es así que 1000 hectáreas pertenecientes a término de Cintruénigo, que en su día fueron sacadas de la zona regable por los mismos motivos que no entraba Fitero, han sido tenidas en cuenta en el nuevo anteproyecto e inmersas como zona de posible riego. Además entendemos que este proyecto del Canal ha de dar respuesta y solución a los problemas hídricos de nuestra localidad ya que de hacerse un correcto proyecto  y encontrándose nuestra localidad a 49 metros por debajo de la finalización de la primera fase en Pitillas, todo hace pensar que incluso se podría regar sin necesidad de elevación alguna.


Por todo esto expuesto,  desde el Grupo municipal de UPN, exponemos al Pleno la adopción del siguiente acuerdo:
1.-Solicitar al Gobierno de Navarra, revise la posibilidad de introducir a Fitero como Zona regable por el Canal de navarra.

2.- Se traslade a la Consejería correspondiente esta solicitud.

El concejal y portavoz de AFI, manifiesta que:

La moción llega en su planteamiento y su demanda tarde y careciendo también del rigor técnico necesario.

No creemos que la necesidad sea actual, ya que nunca, desde que se publicó el proyecto en el BON nº 7 del 15 de enero de 1999 que no incluía Fitero, no se presentó en tiempo ninguna alegación como si lo hicieron otros municipios (Corella por ejemplo).

Según dice la moción nos vemos abocados a captar agua de riego de un futuro pantano “Cigudosa-Valdeprado”. Hagamos un poco de historia, en aquellos años del anteproyecto, el Gobierno de Navarra estaba dirigido por UPN, y el Ayuntamiento de Fitero también, ¿Por qué no se hizo nada entonces?.

Otra decisión política fue la ampliación de la 1º fase del canal a costa de reducir el agua para la Ribera, creemos que esa decisión ha marcado el futuro de la 2º fase ya que su dotación de agua se ve acortada con esa ampliación del proyecto inicial, que fue avalada por el Sr. Javier Esparza, entonces consejero de Desarrollo Rural del GN, y hoy presidente de UPN. El mismo que hoy, desde la oposición, reclama el agua para la Ribera, el agua que en su dia adjudico a la zona media (año 2012), ya que la ampliación se realizó sin aumentar la dotación. No se dijo nada entonces ni se aclaró como se iba a solventar el problema ¿Dónde estaba entonces para UPN la importancia de esta infraestructura esencial y estratégica para el desarrollo de la Ribera y Fitero?.

Con todo entiendo que es una infraestructura esencial y necesaria para el futuro de Fitero por lo que van a votar a favor


El Alcalde dice que como ya han comentado en comisiones el pantano fue una promesa irrealizable, en estos momentos no sirve de nada echar culpas a nadie sino intentar con nuevas soluciones técnicas traer esa agua a Fitero. Por otra parte, desde el Gobierno de Navarra, se nos ha comentado que no tendría que haber problemas en la dotación de agua por el excedente que podría generar la no participación de terrenos de las bardenas por temas medioambientales.


Tras pasar a votación la moción es aprobada por unanimidad. 
Y no habiendo  otros asuntos de que tratar se levantó la sesión siendo las veintidós horas y veinte minutos y de su resultado, se levanta la presente  acta  que  firma  conmigo el  Alcalde de lo que doy fe.



Asistentes: Alcalde: Raimundo Aguirre Yanguas, Concejales: Ana Isabel Pérez Elipe, Jesús Jiménez Fernández, D. Javier Berdonces Navascues, Barda Melero Pérez, Jesús Ángel Fernández Yanguas, Javier Fernández Fernández, Pedro Pérez Bozal, Eva Calleja Sanz, Antonio Rincón Vergara y Barda Forcada Gómez.  

